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Panel integrado por su presidente el Juez Sánchez Ramos, el Juez 
Candelaria Rosa, el Juez Pagán Ocasio, el Juez Vázquez Santisteban y la 
Jueza Mateu Meléndez. 1 
 
Mateu Meléndez, Jueza Ponente 
 
 

SENTENCIA 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 27 de abril de 2021. 

La señora Johanna Torres Berríos (peticionaria o señora Torres 

Berríos) recurre a esta instancia judicial y nos solicita la revocación de la 

Resolución y Orden dictada el 3 de septiembre de 2020 por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala Superior de Aibonito.  En virtud de esta, el foro 

primario declaró No Ha Lugar la Moción en Cumplimiento de Orden y en 

Solicitud de Cambio de Jurisdicción incoada por la peticionaria.   

Con relación a la petición de epígrafe, el señor José A. Santiago 

Rivera (recurrido) ha presentado Alegato de Oposición a Recurso de Certiorari.  

Examinado el recurso, resolvemos expedir el auto presentado y 

confirmar la determinación recurrida.  

I. 

Las partes de epígrafe tienen dos hijas en común, Ja.M.S.T. y 

Je.M.S.T., quienes son menores de edad.  La peticionaria ostenta la custodia 

 
1 Mediante Orden Administrativa Núm. TA-202-001 del 5 de enero de 2021 se designa a la 
Jueza Mateu Meléndez en sustitución de la Jueza Reyes Berríos. 
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de Je.M.S.T.  Mientras que, el recurrido tiene la custodia de Ja.M.S.T.  

Ambos progenitores comparten la patria potestad de sus hijas.   

El 16 de febrero de 2018, la peticionaria presentó una Moción de 

Autorización de Traslado de Residencia Menor Fuera de Puerto Rico y 

Modificación de Relaciones Paterno Filiales.  En esta, solicitó la relocalización y 

traslado permanente de la menor Je.M.S.T.  A base de ello, inquirió que 

fuese celebrado una vista para que dirimiera su solicitud.  Lo anterior, 

amparándose en el mejor bienestar e interés de su hija. 

El 20 de febrero de 2018, el recurrido presentó una Oposición a 

“Moción de Autorización de Traslado de Residencia Menor Fuera de Puerto Rico 

y Modificación de Relaciones Paterno Filiales”; y, En Solicitud de Custodia.  El 30 

de abril de 2018, la peticionaria presentó su réplica.   

El 7 de junio de 2018, luego de varios incidentes procesales, fue 

presentado ante el foro primario un Acuerdo entre las Partes.  Mediante dicho 

arreglo las partes de epígrafe convinieron lo siguiente: 

a. El padre José A. Santiago Rivera consiente al traslado a los 
Estados Unidos de ambas menores con la madre Johanna Torres 
Berríos. 

 

b. El padre José A. Santiago Rivera cede la custodia de [Ja.M.S.T.] 
a favor de la madre Johanna Torres Berríos en atención al 
traslado de esta y su consentimiento a éste a los Estados Unidos. 

 

c. La patria potestad se mantendrá compartida para ambos 
menores para lo que José A. Santiago Rivera suscribirá como 
parte de este acuerdo una declaración jurada autorizando a 
Johanna Torres Berríos a tomar las decisiones que sean 
necesarias en caso de emergencia o necesidades de cualquier 
otra necesidad.  Johann Torres Berr[í]os se obliga a mantener 
informado a José A. Santiago Rivera de todos los asuntos 
relacionados con las menores.   

 

d. El Tribunal retiene la jurisdicción sobre las menores a tenor 
con lo resuelto en el caso Collazo Dragoni vs. Noceda 
González, 2017 TSPR 12 del 26 de junio de 2017. 

 

e. José A. Santiago Rivera reconoce que Johanna Torres Berr[í]os 
le ha suministrado toda la información relacionada al lugar 
donde residirán las menores incluyendo, pero no limitado a 
copia del contrato de arrendamiento, fotografías, así como la 
información de las escuelas y números telefónicos de éstas.  José 
A. Santiago Rivera, luego de examinar toda la información y 
documentos provistos queda a satisfacción de que el vecindario 
donde van a residir las menores es uno seguro, cerca de parques 
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recreativos, iglesias y hospitales, así como las escuelas donde 
asistirán. 

 

f. José A. Santiago Rivera se obliga a pagar la cantidad de $405.00 
mensuales por concepto de pensión alimentaria a partir del mes 
de julio de 2018 además de $200.00 para el mes de julio de cada 
año y $100 en el mes de diciembre de cada año, ambas sumas 
para gastos escolares.  El señor Santiago se compromete a seguir 
pagando la pensión hasta que las menores culminen sus 
estudios.  En el caso de la mayor, si esta continúa estudiando y 
en atención que el Tribunal de Puerto Rico mantendrá 
jurisdicción, se establece se mantiene el derecho de ésta, luego 
de advenir a los 21 años de edad de continuar recibiendo la 
pensión hasta los 25 años si demuestra con prueba documental 
y evidencia que se mantiene estudiando.  Lo mismo aplicaría a 
la otra menor cuando advenga a la mayoridad.  El señor José A. 
Santiago acuerda que el pago de la pensión aquí acordada de 
$405 mensuales y el pago de $200 de gastos escolares 
correspondientes a este periodo será enviado por correo en o 
antes del día 5 de julio de 2018 por correo al PO Box 283 
Orocovis, PR 00720 y que a partir de agosto la pensión debe ser 
enviada antes del día 5 de cada mes a la siguiente dirección: 100 
Knight Way, Apt 1310, Fayetteville, GA 30214. 

 

g. Sobre los gastos para relacionarse el Sr. Santiago con las 
me[n]ores, se pagará solamente el 50% del pasaje solo una vez 
al año en el verano en del 15 de junio al 15 de julio 
comenzando en el año 2019.  Se acuerda que si el Sr. Santiago 
desea relacionarse con las menores en cualquier otra fecha 
será a cargo y costo del Sr. Santiago y deberá ser coordinado 

previamente con la señora Torres para evitar que conflija yo 

cause interrupción en la escuela yo los estudios yo cualquier 
otra actividad extracurricular de las menores.  El señor 
Santiago se obliga a informar con quince (15) días de 
antelación su visita a Georgia, E.U. 

 

h. Johan[n]a Torres Berríos se compromete a proveer un medio de 
comunicación si posible video, sea por teléfono o computadora 

yo cualquier otro programa para que José A. Santiago Rivera 
se comunique con las menores los martes, jueves y sábados a 
las 7:00 p.m.  de las menores tener compromisos de actividades 
extracurriculares en los días antes establecidos, las menores 
previamente se lo informaran y por acuerdo entre ellas y el 
padre se cambiará el día. 

 

i. Johanna Torres Berr[í]os se obliga a informar vía correo 

electrónico yo mensaje de texto yo por teléfono todo lo 
relacionado a la salud como el desempeño escolar de las 
menores. 

 

j. Johanna Torres Berr[í]os se compromete a no impedir ni 
intimidar con su presencia durante la comunicación de las 
menores con el señor Santiago.  De igual manera el señor José 
A. Santiago Rivera se compromete durante el tiempo que las 

menores se encuentren con éste sea en vacaciones yo cualquier 
otro momento permitiendo la libre comunicación con las 
mismas con Johanna Torres Berr[í]os sin impedimento ni 
intimidación. 

 

k. Las partes se obligan a abstenerse de hablar sobre los asuntos 
aquí acordados en presencia de las menores. 
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l. Johanna Torres Berr[í]os se compromete a guiar a sus hijas en 
su camino como se reconoce que el señor lo hará luego que, de 
estar en Estados Unidos, las hijas cumplan los 18 años de edad.   

 

m. En el caso que el José A. Santiago Rivera entienda que una o 
ambas menores no se adaptan al traslado, el señor Santiago se 
reserva el derecho de acudir al Tribunal para el trámite y 
petición correspondiente. 

Las partes se obligan al cumplimiento de los acuerdos aquí 
expresados y reconocen que el incumplimiento de una o 
cualquiera de las cláusulas del mismo podrá conllevar 

desacato yo sanción económica a imponerse por el Tribunal. 
(Énfasis nuestro). 

 

Subsiguientemente, el 8 de junio de 2018, foro primario notificó que 

había aprobado el acuerdo al que llegaron las partes.  El 1 de noviembre de 

2018, el recurrido solicitó la custodia de Ja.M.S.T. porque no se había 

acostumbrado a vivir en los Estados Unidos de América.  El 20 de 

noviembre de 2018, el TPI concedió la custodia de Ja.M.S.T. al recurrido.  

Entretanto, mantuvo a la peticionaria como la custodia de Je.M.S.T.  El 19 

de diciembre de 2018, el recurrido mediante Moción en Solicitud de 

Reconsideración solicitó la custodia de la otra menor Je.M.S.T.  En el 

transcurso hubo varios incidentes con relación a la solicitud del señor 

Santiago Rivera, entre ellos una vista sobre custodia.  A esa audiencia no 

compareció la peticionaria ni su representante legal.  El 13 de marzo de 

2019, el foro primario dictó Resolución concediendo la custodia de Je.M.S.T. 

al recurrido.   

Con relación a esa determinación, el 22 de mayo de 2019, la 

peticionaria presentó una Moción Urgente de Relevo de Resolución de Custodia 

por Nulidad, se Refiera a Informe Social y Vista.  El 29 de mayo de 2019, el foro 

primario declaró No Ha Lugar la solicitud de la peticionaria.  En 

desacuerdo con esa determinación, la peticionaria acudió ante este foro 

revisor a través del recurso con designación alfanumérica núm. 

KLCE201900870.   

El 24 de julio de 2019, el panel hermano que atendió el mencionado 

recurso concluyó que la determinación del foro primario era nula.  Lo 

anterior, porque otorgó la custodia de Je.M.S.T. al recurrido sin que se le 
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hubiese ofrecido un debido proceso de ley a la peticionaria.  Ese día, la 

peticionaria presentó ante el TPI una Moción Urgente Confidencial y Otros 

Asuntos. En esta, sostuvo que el Director Clínico de Serenity Community 

Services recomendó que Je.M.S.T. no viniera a Puerto Rico hasta que 

recibiera las terapias y los servicios que le había prescrito, sino que fuera el 

recurrido quien visitara la menor al estado de Georgia.  Ello, para que la 

Je.M.S.T. pudiera tener el apoyo de su madre, así como del equipo clínico 

de Serenity Community Services.  Tras varios trámites procesales, el 

recurrido replicó.  Expresó que no estaba de acuerdo en trasladarse para 

relacionarse con la menor.  Solicitó que las relaciones paternofiliales se 

mantuviesen según lo habían acordado. El 6 de septiembre de 2019, la 

peticionaria solicitó que fuere realizado un estudio social interestatal 

conforme lo establece la jurisprudencia y que luego, se pautara la vista 

sobre la custodia de Je.M.S.T.   

El 19 de diciembre de 2019, la señora Torres Berríos interpuso en la 

Corte Superior del Condado Fayette del Estado de Georgia una Petition to 

Register and Enforce Foreign Judgment and Determination of Jurisdiction.  El 7 

de agosto de 2020, la peticionaria presentó una Moción Informativa y Urgente 

para Coordinar Comunicación Vía Telefónica Tribunal.  Informó que procedía 

la modificación de la custodia al amparo del estatuto federal Uniform Child 

Custody Jurisdiction and Enforcement Act sec. 19-9-63.  Esto, porque 

Je.M.S.T. llevaba más de seis (6) meses residiendo en Georgia y que, este era 

el estado para ejercer el parens patrie en beneficio de la menor.  Pidió que 

hubiese una comunicación entre los foros judiciales, toda vez, que la corte 

federal había señalado vista para el 10 de agosto de 2020.   

Entre tanto, el foro primario requirió a la peticionaria que se 

expresara en torno a la solicitud del recurrido.  Esto es, las relaciones 

paternofiliales a tenor con el acuerdo del 7 de junio de 2018.  Así lo hizo la 

peticionaria al interponer Moción en Cumplimiento de Orden y en Solicitud de 
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Cambio de Jurisdicción por el Bienestar de la Menor.  En esencia, la señora Torres 

Berríos, indicó que conforme a Parental Kidnapping Prevenction Act, 

procedía determinar que, Georgia es el estado con jurisdicción exclusiva 

como parens patrie.  El recurrido se opuso.   

El 3 de septiembre de 2020 el foro primario dictó Resolución y Orden.  

Por medio de esta, denegó la solicitud de la peticionaria sobre cambio de 

jurisdicción y ordenó el cumplimiento con todos los acuerdos recogidos en 

la Resolución del 5 de junio de 2018.   

Inconforme, el 25 de noviembre de 2020, la peticionaria recurre a esta 

segunda instancia judicial.  En su recurso apunta que el foro primario 

incidió: 

al declarar No Ha Lugar la “Moción en Cumplimiento de 
Orden y en Solicitud de Cambio de Jurisdicción por el 
Bienestar de la Menor” para el estado de Georgia, E.U., donde 
la menor reside hace más de dos años en contravención a su 
mejor interés y bienestar.  

 

En respuesta, el recurrido ha presentado su Alegato en oposición.  

De esta manera, damos por perfeccionado el recurso y procedemos a 

evaluar el marco jurídico aplicable al asunto de título.  

II. 

-A- 

El vehículo procesal de certiorari permite a un tribunal de mayor 

jerarquía a revisar discrecionalmente las órdenes o resoluciones 

interlocutorias emitidas por una corte de inferior instancia judicial.  880 

Ponce de León Corp. v. American International Insurance, 2020 TSPR 104, 

205 DPR _____ (2020); IG Builders et al. v. BBVAPR, 185 DPR 307, 337-338 

(2012).  La determinación de expedir o denegar este tipo de recursos se 

encuentra enmarcada dentro de la discreción judicial.  Íd.  De ordinario, la 

discreción consiste en “una forma de razonabilidad aplicada al 

discernimiento judicial para llegar a una conclusión justiciera”. Medina 

Nazario v. McNeil Healthcare LLC, 194 DPR 723, 729 (2014); Negrón v. Srio. 



 
 

 
KLCE202001209    

 

7 

de Justicia, 154 DPR 79, 91 (2001).  Empero, el ejercicio de la discreción 

concedida “no implica la potestad de actuar arbitrariamente, en una u otra 

forma, haciendo abstracción del resto del derecho.” Íd. 

Ahora bien, en los procesos civiles, la expedición de un auto de 

certiorari se encuentra delimitada a las instancias y excepciones contenidas 

en la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 52.1.  Scotiabank 

v. ZAF Corp, 202 DPR 478 (2019).  La mencionada Regla regula que solo se 

expedirá un recurso de certiorari cuando “se recurra de una resolución u 

orden bajo remedios provisionales de la Regla 56, injunctions de la Regla 57 

o de la denegatoria de una moción de carácter dispositivo.” 880 Ponce de 

León Corp. v. American International Insurance, supra.   

Asimismo, y a manera de excepción, se podrá expedir este auto 

discrecional cuando: 

(1) se recurra de decisiones sobre la admisibilidad de testigos de 
hechos o peritos esenciales,  
 

(2) en asuntos relacionados a privilegios evidenciarios,  

 
(3) en casos de anotaciones de rebeldía,  

 
(4) en casos de familia,  

 
(5) en casos revestidos de interés público o  

 
(6) en cualquier situación en la que esperar a una apelación 

constituiría un fracaso irremediable de la justicia.” Íd.  

  

De otro lado, el examen de estos autos discrecionales no se da en el 

vacío o en ausencia de otros parámetros.   880 Ponce de León Corp. v. 

American International Insurance, supra; IG Builders et al. v. BBVAPR, 

supra.  Para ello, la Regla 40 de nuestro Reglamento establece ciertos 

indicadores a tomar en consideración al evaluar si se debe o no expedir un 

recurso de certiorari.  Estos son: 

(A) si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho. 
 

(B) Si la situación de hechos planteada es la más indicada para el 
análisis del problema. 
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(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y manifiesto 
en la apreciación de la prueba por el Tribunal de Primera 
Instancia. 

 
(D) Si el asunto planteado exige una consideración más detenida a 

la luz de los autos originales, los cuales deberán ser elevados, o 
de alegatos más elaborados. 

 
(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso es la 

más propicia para su consideración. 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40.  

 

Los criterios previamente transcritos pautan el ejercicio sabio y 

prudente de la facultad discrecional judicial. Mun. Aut. De Caguas v. JRO 

Construction, 201 DPR 703, 712 (2019).  La delimitación que imponen estas 

disposiciones reglamentarias tiene “como propósito evitar la dilación que 

causaría la revisión judicial de controversias que pueden esperar a ser 

planteadas a través del recurso de apelación.” Scotiabank v. ZAF Corp., 

supra, págs. 486-487; Mun. Autónomo De Caguas v. JRO Construction, 

supra. 

-B- 

En otra vertiente, la legislación federal Parental Kidnapping 

Prevenction Act (PKPA) fue promulgada en el 1980 por el Congreso de los 

Estados Unidos de América a fin de atender los conflictos jurisdiccionales 

que surgieran en los casos de custodia de menores. Cancel Rivera v. 

González Ruiz, 200 DPR 319, 330 (2018); Santiago v. Kabuka, 166 DPR 526, 

534 (2005).  Dicha ley fue diseñada para “promover la cooperación 

interestatal; facilitar la ejecución de los decretos de custodia de otros 

estados, prevenir la competencia y el conflicto interjurisdiccional, y frenar 

la remoción unilateral de los menores por sus parientes para obtener 

decretos judiciales favorables en otros foros.” Íd.; 28 USCA sec. 1738A.   

A través de ese estatuto, los foros judiciales de los estados se 

encuentran “obligados a darle entera fe y crédito a los dictámenes de 

custodia emitidos por sus equivalentes.” Collazo Dragoni v. Noceda 

González, 198 DPR 476 (2017; 28 USCA sec. 1738A(a).  Ello, siempre que la 
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determinación de la corte emisora haya sido emitida conforme las 

disposiciones de la mencionada legislación. 28 USCA sec. 1738A(a).  

La referida pieza legislativa federal aplica a todos los estados de los 

Estados Unidos de América, en los territorios y sus posesiones -incluyendo 

a Puerto Rico- y al Distrito de Columbia.  Cancel Rivera v. González Ruiz, 

supra; 28 USCA sec. 1738A(b)(8).  El PKPA, como cuerpo legal, ocupa el 

campo en materia de determinaciones interestatales de custodia. Íd.  Por 

ende, prevalece sobre cualquier otra legislación estatal. Íd.  

Una determinación de custodia o derecho de visita es compatible con 

el PKPA exclusivamente si el tribunal emisor poseía jurisdicción para ello, 

conforme los estatutos de su estado y si cumple con una de las condiciones 

siguientes: 

(A) Ese estado (i) es el estado de residencia del menor a la fecha 
en que comenzaron los procedimientos, o (ii) ha sido el estado 
de residencia del menor seis meses antes de la fecha en que 
comenzaron los procedimientos y el menor se encuentra fuera 
del estado porque ha sido trasladado o retenido por una de las 
partes o por otras razones, y una de las partes aún reside en el 
estado que emitió el decreto; 
 

(B) (i) surge que ningún otro estado tiene jurisdicción bajo el 
párrafo (A), y (ii) para el mejor bienestar del menor, el tribunal 
de dicho estado asume jurisdicción debido a que (I) el menor y 
sus padres, o el menor y al menos uno de los litigantes, tiene 
contactos significativos con el estado, más allá de la mera 
presencia física en el mismo, y (II) está disponible en ese estado 
evidencia sustancias relativa al cuidado, protección, 
entrenamiento y relaciones personales presentes o futuras del 
menor; 

 
(C) el menor está físicamente presente en ese estado, y (i) ha sido 

abandonado, o (ii) existe una emergencia que requiere su 
protección porque el niño, un hermano o uno de sus padres, ha 
recibido amenazas o ha estado expuesto a maltrato o abuso; 

 
(D) (i) surge que no hay otro estado con jurisdicción bajo los 

párrafos (A), (B), (C) o (E), u otro estado ha declinado ejercer su 
jurisdicción bajo el fundamento de que el estado cuya 
jurisdicción está en controversia es el foro más apropiado para 
determinar la custodia del menor, y (ii) es para el mejor 
bienestar del menor que ese tribunal asuma jurisdicción; o 

 
(E) el tribunal tiene jurisdicción continua conforme al inciso (d) de 

esta sección 28 USCA sec. 1738A(c).  Cancel Rivera v. González 
Ruiz, supra, pág. 332. (Énfasis original y nuestro). 
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Al determinar si un dictamen de custodia emitido es compatible con 

la ley, de modo que aplique la prohibición del inciso (a), el inciso (c) 

establece que se justipreciará: 

(1) si el tribunal que lo emitió tenía jurisdicción que bajo las leyes 
de su estado y  
 

(2) si se cumplieron con una de varias bases jurisdiccionales. 
Collazo Dragoni v. Noceda González, 198 DPR 476, 483-484 
(2017); 28 USCA sec. 1738A(c). 

 

Las referidas bases jurisdiccionales a las que hemos hecho referencia 

cuentan con un orden preferencial.  Su jerarquía es la siguiente:   

(1) jurisdicción del estado de residencia del menor; 
 

(2) jurisdicción por contactos significativos con el foro; 

 
(3) jurisdicción para situaciones en las que le menor fue 

abandonado o se encuentra en estado de emergencia; 

 
(4) jurisdicción cuando no existe otro estado con jurisdicción o ha 

inclinado ejercerla, o  

 
(5) jurisdicción continua. Collazo Dragoni v. Noceda González, 

supra, pág. 484; 28 USCA sec. 1738A(c). 
 

Téngase presente que, la ley considera como estado de residencia del 

menor “aquel estado o jurisdicción en la que el menor haya vivido con uno 

o ambos padres, o con un tutor, al menos durante seis meses consecutivos 

antes de la fecha de inicio de los procedimientos de custodia o de fijación 

de derechos de visita.” Cancel Rivera v. González Ruiz, supra, pág. 333; 28 

USCA sec. 1738A(b)(4).  Se entiende que el estado de residencia del menor es 

el lugar “donde con mayor probabilidad está disponible la evidencia que se 

requiere para hacer una adecuada determinación de custodia, una que tome 

en cuenta lo que es más conveniente para el menor. De manera que de existir 

conflicto con respecto a cuál es el requisito jurisdiccional aplicable de acuerdo al 

PKPA, siempre deberá prevalecer el estado de residencia del menor.” Cancel 

Rivera v. González Ruiz, supra.  La jurisdicción del estado de residencia tiene 

prioridad sobre las otras consideraciones.  A esos efectos: 

[n]o será sino hasta que se determine que ningún otro estado podría 
asumir jurisdicción a la luz de la sección relativa al “estado de 
residencia”, que se tomará en consideración el criterio de los 
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mejores intereses del menor o el que otro estado haya declinado 
asumir jurisdicción, a menos que el menor se encuentre en este 
estado y exista una situación de abandono o emergencia. Cancel 
Rivera v. González Ruiz, supra, pág. 334; Ortega, Jr. V. Morales 
Ortega, 131 DPR 783, 792 (1992). 
 

Pese a lo antedicho, la Última Instancia Judicial Puertorriqueña 

concluyó:  

si bien el PKPA da preferencia al estado de residencia del menor 
sobre cualquier otra jurisdicción, la ley confiere jurisdicción 
continua al estado o foro que haya emitido un decreto original de 
custodia para que haga valer o revise sus determinaciones 
originales. 28 USCA sec. 1738A(d).  Debe entenderse que ante la 
existencia de un decreto original que se ajuste a las disposiciones 
del estatuto, la jurisdicción continua es el criterio principal, aun 
cuando ésta no sea la jurisdicción de residencia del menor. Moraza 
Choisne, supra, pág. 319 (“In these actions the jurisdictional basis 
[providing continuous jurisdiction] is hierarchically superior even 
to home state jurisdiction”).  Santiago v. Kabuka, supra, pág. 536. 

 

Consecuentemente, para que un tribunal conserve su jurisdicción 

continua debe cumplir con las condiciones siguientes:  

(1) que el decreto original sea compatible con las disposiciones del 
PKPA;  

 
(2) que el foro original mantenga jurisdicción al amparo de sus 

propias leyes, y 

 
(3) que ese foro continúe siendo el estado de residencia del menor 

o al menos de una de las partes. Cancel Rivera v. González Ruiz, 
págs. 332-333; 28 USC sec. 1738A(d). 

 

Así pues, “al momento de examinar si un decreto original de 

custodia fue emitido válidamente, se evaluará primero si se cumplía con el 

requisito de residencia y así sucesivamente.” Collazo Dragoni v. Noceda 

González, supra, pág. 484.   

De los párrafos anteriores se desprende que, el PKPA “establece un 

esquema de preferencia jurisdiccional mediante el cual se favorece el estado 

de residencia del menor como el foro que mejor está capacitado para 

atender las cuestiones de custodia del menor.” Cancel Rivera v. González 

Ruiz, supra, pág. 333; Santiago v. Kabuka, supra, pág. 536.  Dicho en otras 

palabras, “se le concede trato preferencial al estado de residencia del menor, 

porque se entiende que es el que puede determinar mejor lo que es más 

beneficioso para el niño.  Es allí donde el niño ha hecho amistades, asiste a 
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la escuela, recibe asistencia médica y su vida se ha desarrollado.” Cancel 

Rivera v. González Ruiz, supra.  

En resumidas cuentas, al atender una controversia sobre la jerarquía 

jurisdiccional que establece el referido estatuto federal, la hermenéutica ha 

establecido que, “si el dictamen original de custodia se emitió conforme a 

los parámetros del PKPA, los tribunales de otro estado no podrán modificar 

ese dictamen.  Por lo tanto, allí reiteramos que la jurisdicción continua es la 

norma que prevalece sobre el estado de residencia del menor, mientras se 

cumpla con las disposiciones y las bases jurisdiccionales del estatuto federal 

y que ese estado, en donde se emitió el decreto original, se mantenga como 

el estado de residencia del menor o de las partes.” Cancel Rivera v. 

González Ruiz, supra, págs. 334-335. 

-C- 

Por último, en nuestro ordenamiento legal, “[l]as estipulaciones son 

admisiones judiciales que implican un desistimiento formal de cualquier 

contención contraria a ellas.” Rivera Menéndez v. Action Service, 185 DPR 

431, 439 (2012); Mun. de San Juan v. Prof. Research, 171 DPR 219, 238 (2007).  

Estas, son alentadas y propiciadas en el sistema judicial “porque eliminan 

desacuerdos, y de esa forma, facilitan y simplifican la solución de 

controversias jurídicas.” Rivera Menéndez v. Action Service, supra; Díaz 

Ayala et al. v. ELA, 153 DPR 675, 693 (2001).  Siendo ello así, “las 

estipulaciones son herramientas esenciales en las etapas iniciales del 

proceso judicial y su uso es promovido por las Reglas de Procedimiento 

Civil.” Rivera Menéndez v. Action Service, supra.  

En Puerto Rico, han sido reconocidas tres clases de estipulaciones, a 

saber:  

(1) las que constituyen admisiones de hechos y dispensan del 
requisito de probarlos; 
 

(2) las que reconocen derechos y tienen el alcance de una 
adjudicación, y 
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(3) las que proponen determinado curso de acción. Mun. San Juan 
v. Prof. Research, supra; PR Glass Corp v. Tribunal Superior, 103 
DPR 223, 230 (1975). 
 

La primera clasificación supone admisiones de hechos y tiene el 

efecto de dispensar a la parte de probar tales sucesos.  Expresado de otra 

forma, “cuando se admite o estipula un hecho, la parte está relevada de 

probarlo.” Rivera Menéndez v. Action Service, supra, Díaz Ayala et al. v. 

ELA, supra.  Esta modalidad sustituye la prueba que se presentaría en el 

caso.  Una vez un suceso es estipulado, la parte no puede impugnarlo con 

posterioridad.  De ordinario, la estipulación de un suceso representa una 

admisión sobre su veracidad y obliga tanto a las partes como al foro 

adjudicador. Rivera Menéndez v. Action Service, supra, pág. 440; Coll v. 

Picó, 82 DPR 27, 36 (1960). 

El segundo tipo de estipulaciones tiene como efecto el que se 

reconozcan derechos y la tercera clase, trata sobre materias procesales.  En 

esta última, las partes pueden estipular la forma y manera en que será 

llevado a cabo determinado trámite procesal.   

Plasmada la base jurídica pertinente al asunto de epígrafe, nos 

encontramos en posición de resolver. 

III. 

En el recurso de título, la señora Torres Berríos sostiene que es un 

hecho incontrovertido que la menor Je.M.S.T. lleva dos (2) años residiendo 

en el estado de Georgia y que, su hija lo considera su hogar.  Afirma que la 

menor cuenta con amistades, se encuentra rodeada de actividades 

extracurriculares y ha sobresalido en sus estudios.  También, que es una 

circunstancia indiscutible que los expertos de la conducta humana 

consistentemente insisten que no viaje a Puerto Rico toda vez que la 

condición que sufre la niña es causada por su padre.  Apunta que, por el 

diagnóstico de la menor, debe continuar bajo su custodia en el estado de 

Georgia.  Esto, por el mejor bienestar de su hija.  Sustenta que es un suceso 
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innegable que el recurrido nunca ha controvertido el informe pericial 

interestatal, las evaluaciones, tratamientos, diagnósticos ni las 

recomendaciones hechas a favor de la menor.  Asevera que es prístinamente 

claro que el mejor bienestar de la menor se encuentra en la jurisdicción 

federal al amparo de la PKPA, en lo particular, 28 USC sec. 1738A(b)(8). 

En contraposición a esos señalamientos, el señor Santiago Rivera 

puntea que no se puede perder de perspectiva que el foro primario adquirió 

jurisdicción sobre las partes en el año 2013 y que, en el 2018 fue suscrito por 

las partes un documento titulado Acuerdo entre las Partes, el que fue acogido 

por el TPI.  Indica que este constituye una estipulación, por lo que la 

peticionaria esta vinculada a lo allí consignado.  Respaldado en dicho 

convenio sostiene que las partes prestaron su consentimiento para que la 

Sala de Aibonito conservara jurisdicción continua sobre las menores.   

Señala, además, que solicitó la modificación de la custodia de 

Je.M.S.T. en diciembre de 2018 y que, en el caso KLCE2019000870 fue 

ordenado la celebración de una vista de custodia lo que demuestra 

fehacientemente que los tribunales de Puerto Rico tienen jurisdicción 

continua sobre el asunto de epígrafe.  Entiende conforme a los hechos 

particularísimos del caso y de la hermenéutica que no le asiste razón a la 

señora Torres Berríos. 

En el caso de título, la peticionaria invoca que existe un conflicto 

interjurisdiccional al palio de la PKPA.  De entrada, la referida legislación 

federal ocupa el campo y fija una jerarquía preferencial jurisdiccional 

respecto a los decretos de custodia entre los estados.  Por lo general, el 

aludido esquema preferencial favorece el estado de residencia del menor.  

Empero, en Cancel Rivera v. González Ruiz, supra, págs. 334-335, el Más 

Alto Foro Judicial reafirmó que, “la jurisdicción continua es la norma que 

prevalece sobre el estado de residencia del menor, mientras se cumpla con 

las disposiciones y las bases jurisdiccionales del estatuto federal y que ese 
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estado, en donde se emitió el decreto original, se mantenga como el estado 

de residencia del menor o una de las partes.”2  Una vez satisfechos esos tres 

(3) requisitos el foro adjudicador mantiene jurisdicción continua para hacer 

valer o revisar sus determinaciones originales.  Por ende, podrá atender 

cuestiones de custodia, incluso cuando el estado residencia del menor es otro.  

Establecida la jurisdicción continua, esta prevalece sobre cualquier otra 

base jurisdiccional.   

En el presente caso, fue dictada una sentencia de divorcio el 10 de 

mayo de 2013.  Luego de varios años, el 7 de junio de 2018 las partes de 

epígrafe sometieron ante el TPI un acuerdo con respecto a la custodia, 

alimentos y relaciones filiales de las menores.  Entre los arreglos 

convenidos, se encuentra que el foro primario continuaría ejerciendo 

jurisdicción sobre los aspectos allí consignados.   

Mediante Resolución notificada el 8 de junio de 2018, el TPI acogió el 

arreglo al que llegaron las partes.  El 19 de diciembre de 2018, el recurrido 

solicitó en el tribunal primario la custodia de la menor Je. M.S.T., la cual el 

fue otorgada.  Sin embargo, la peticionaria acudió a este foro revisor y un 

panel hermano revocó la determinación por no haber sido realizada 

conforme requiere el debido proceso de ley. 

Específicamente y luego de múltiples incidentes procesales, el 19 de 

diciembre de 2019, la señora Torres Berríos presentó en la Corte Superior 

del Condado Fayette del Estado de Georgia la Petition to Register and Enforce 

Foreign Judgment and Determination of Jurisdiction.  El 10 de agosto de 2020 la 

peticionaria mediante moción solicitó cambio de jurisdicción en el caso 

referente a Je.M.S.T.  Tras varios sucesos, el 3 de septiembre de 2020, el foro 

primario denegó tal solicitud y ordenó a las partes de epígrafe a cumplir 

con el acuerdo del 7 de junio de 2018. 

 

 
2 Cancel Rivera v. González Ruiz, supra, págs. 334-335.    
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En el presente caso, existe un decreto original de custodia emitido 

por el TPI consistente con la ley, que fue consentido por las partes y acogido 

por el foro primario.  Además, según se desprende del legajo apelativo, 

dicha corte, conservó jurisdicción bajo sus propias leyes.  Asimismo, el 

recurrido continúa residiendo en Puerto Rico.   

A base de lo anterior, el foro primario, en efecto, retuvo, mantuvo y 

continuó ejerciendo su jurisdicción sobre la materia y las partes.  Por tanto, 

actuó con autoridad el foro primario al dictaminar la Resolución y Orden 

recurrida.  Consiguientemente, el TPI procedió a resolver el asunto ante su 

consideración ostentando jurisdicción continua sobre el caso de título. 

IV. 

Por los fundamentos consignados, se expide el auto solicitado y se 

CONFIRMA el dictamen recurrido. 

Notifíquese inmediatamente. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal.   

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


